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Sevilla a 9 de noviembre de 2017 

 

 

Estimados Colegiados: 

 

Os trasladamos Circular del Gabinete de Presidencia del Consejo General 

Procuradores de España. 

Asunto: CIRCULAR 91/2017 LEY 7/2017 DE 2 DE NOVIEMBRE 

ORDENAMIENTO JURIDICO ESPAÑOL LA DIRECTIVA 2013/11/UE. DEL 

PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO, DE 21 DE MAYO DE 2013, 

RELATIVA A LA RESOLUCIÓN ALTERNATIVA DE LITIGIOS EN MATERIA 

DE CONSUMO. 

Igualmente se adjunta BOE. 

Un cordial saludo 

Servicios de Secretaría 

:::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::::: 

 

Por medio de la presente pongo en tu conocimiento que en el B.O.E. 

nº268 de 4 de noviembre de 2017, se publica Ley 7/2017, de 2 de noviembre, 

por la que se incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 

2013/11/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, 

relativa a la resolución alternativa de litigios en materia de consumo, que te 

acompaño en documento anexo y que modifica las siguientes normas: 

• Disposición final cuarta. Modificación de la Ley 1/2000, de 7 de 

enero, de Enjuiciamiento Civil. 

Se modifica el primer párrafo del apartado 1 del artículo 63 de la Ley 

1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, que queda redactado en los 

siguientes términos: 
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«Mediante la declinatoria, el demandado y los que puedan ser parte 

legítima en el juicio promovido podrán denunciar la falta de jurisdicción del 

tribunal ante el que se ha interpuesto la demanda, por corresponder el 

conocimiento de ésta a tribunales extranjeros, a órganos de otro orden 

jurisdiccional, a árbitros o a mediadores, excepto en los supuestos en que 

exista un pacto previo entre un consumidor y un empresario de someterse a 

un procedimiento de resolución alternativa de litigios de consumo y el 

consumidor sea el demandante.» 

 

• Disposición final quinta. Modificación del texto refundido de la 

Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes 

complementarias, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de 

noviembre. 

 

Se modifican los apartados 3 y 4 del artículo 21 del texto refundido de la 

Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes 

complementarias, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de 

noviembre, que quedan redactados en los siguientes términos: 

 

«3. En todo caso, y con pleno respeto a lo dispuesto en los apartados 

precedentes, los empresarios pondrán a disposición de los consumidores y 

usuarios información sobre la dirección postal, número de teléfono, fax, 

cuando proceda, y dirección de correo electrónico en los que el consumidor y 

usuario, cualquiera que sea su lugar de residencia, pueda interponer sus 

quejas y reclamaciones o solicitar información sobre los bienes o servicios 

ofertados o contratados. Los empresarios comunicarán además su dirección 

legal si esta no coincidiera con la dirección habitual para la correspondencia. 

Los empresarios deberán dar respuesta a las reclamaciones recibidas en 

el plazo más breve posible y, en todo caso, en el plazo máximo de un mes 

desde la presentación de la reclamación. 
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4. En el supuesto de que el empresario no hubiera resuelto 

satisfactoriamente una reclamación interpuesta directamente ante el mismo 

por un consumidor, este podrá acudir a una entidad de resolución alternativa 

notificada a la Comisión Europea, de conformidad con lo previsto en la ley 

por la que se incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 

2013/11/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2013, 

relativa a la resolución alternativa de litigios en materia de consumo. 

Los empresarios facilitarán el acceso a este tipo de entidades, 

proporcionando a los consumidores la información a la que vienen obligados 

por el artículo 41 de dicha ley.» 

• Disposición final sexta. Modificación del Real Decreto 231/2008, 

de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de Consumo. 

El Real Decreto 231/2008, de 15 de febrero, por el que se regula el 

Sistema Arbitral de Consumo, queda modificado como sigue: 

Uno. El párrafo b) del apartado 3 y el apartado 4 del artículo 37 quedan 

redactados del siguiente modo: 

«b) Si no consta la existencia de convenio arbitral previo o éste no es 

válido, en el plazo más breve posible se dará traslado de la solicitud de 

arbitraje al reclamado, dándole un plazo de quince días para la aceptación del 

arbitraje y de la mediación previa en los supuestos en que proceda, así como 

para, en su caso, contestar a la solicitud formulando las alegaciones que 

estime oportunas para hacer valer su derecho y, en su caso, presentar los 

documentos que estime pertinentes o proponer las pruebas de que intente 

valerse. 

Transcurrido dicho plazo sin que conste la aceptación del arbitraje por 

el reclamado, el presidente de la Junta Arbitral de Consumo ordenará el 

archivo de la solicitud, notificándoselo a las partes. 

Si el reclamado contesta aceptando el arbitraje de consumo, se 

considerará iniciado el procedimiento en la fecha de entrada de la aceptación 

en la Junta Arbitral de Consumo, dictando su presidente acuerdo de 
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iniciación del procedimiento arbitral. En la notificación al reclamante del 

acuerdo de iniciación del procedimiento se hará constar expresamente la 

admisión a trámite de la solicitud de arbitraje y la invitación a la mediación 

previa, en el caso de que no conste realizado este trámite.» 

«4. El plazo para dictar la resolución prevista en el apartado 2 será de 

veintiún días naturales a contar desde el día siguiente a la recepción en la 

Junta competente de la solicitud o su subsanación.» 

Dos. El apartado 1 del artículo 49 pasa a tener la siguiente redacción: 

«1. El laudo se dictará y notificará a las partes en un plazo de noventa 

días naturales contados desde que se acuerde el inicio del procedimiento por 

haber recibido el órgano arbitral la documentación completa necesaria para 

su tramitación, según lo dispuesto en el artículo 37.3. 

El órgano arbitral, en caso de especial complejidad, podrá adoptar, de 

forma motivada, una prórroga que no podrá ser superior al plazo previsto 

para la resolución del litigio, comunicándose a las partes.» 

• Disposición final séptima. Modificación de la Ley 5/2012, de 6 de 

julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles. 

 

Se suprime el párrafo d) del apartado 2 del artículo 2 de la Ley 5/2012, 

de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles. 

La presente Ley entró en vigor el pasado día 6 de noviembre de 2017. 

 


